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se ha puesto de manifiesto dicha circunstancia, se consideró que tanto la interpretación teleológica de la aplicación 
del cupo de reserva para personas con discapacidad, como la similitud de aplicación de lo dispuesto en los procesos 
selectivos de acceso a la condición de personal funcionario de carrera o de personal laboral fijo, en los que se contem-
pla expresamente que en el supuesto de que alguna de las personas con discapacidad que se haya presentado por 
el cupo de discapacidad superase el proceso selectivo pero no obtuviera plaza en dicho cupo, y su puntuación fuera 
superior a la obtenida por otras personas aspirantes del turno general, será incluida por su orden de puntuación en 
el turno general. Esto siempre y cuando haya obtenido en el proceso selectivo una puntuación igual o superior a la 
establecida para el turno general, se ha llevado a cabo la adaptación del sistema informático para permitir que una 
persona con discapacidad pueda ocupar un lugar en una determinada bolsa no por el turno de discapacidad, sino 
por disponer de una puntuación suficiente con independencia de su condición, siendo resuelta esta adaptación el 
día 30 de agosto de 2023.”

Por último, referirnos a la queja 22/2889 en la que la interesada nos explica que ha sido requerida para cubrir un pues-
to de trabajo que no puede desempeñar porque la Delegación Territorial de Empleo no le concede el Certificado de 
Profesionalidad correspondiente. Tras solicitar los correspondientes informes a la administración afectada (Delegación 
Territorial de Empleo, Empresa y Trabajo Autónomo, en Granada) y analizar toda la documentación obrante en nues-
tro expediente, así como la normativa de aplicación, formulamos resolución argumentada en el derecho a una buena 
administración; el principio de la confianza legítima; sobre el cambio de criterio administrativo; y sobre el principio de 
coordinación administrativa. 

De acuerdo con todo ello, recomendamos a la administración “que, en el contexto del Real Decreto 34/2008, de 18 de 
enero, por el que se regulan los certificados de profesionalidad, en atención a las actuaciones y criterios preceden-
tes seguidos por esa delegación: 1- Se revise el expediente de la persona afectada, en cuanto a la acreditación para 
impartir el módulo de Atención Sociosanitaria a Personas Dependientes en Instituciones Sociales; 2- Si el resultado 
de la revisión fuera desfavorable, la decisión adoptada, que se apartaría de los antecedentes, ha de estar motivada 
adecuadamente; con alusión a los precedentes y a la necesidad de desviación de los mismos, explicando la variación 
de criterio a través de una justificación racional y razonable suficiente como para garantizar que no se trata de una 
decisión arbitraria, discriminatoria, caprichosa o irreflexiva, haciendo de este modo posible el ejercicio del derecho de 
defensa de la persona afectada”. Asimismo, le sugerimos “que esa delegación, en pro del principio legal de coordina-
ción entre las administraciones públicas, revise y comparta con otros órganos de las diferentes administraciones los 
aspectos jurídicos y técnicos que se vienen valorando a los efectos de homogeneizar los mismos y ofrecer seguridad 
a las personas administradas”.

Nuestra resolución no fue aceptada, no ofreciendo la Delegación Territorial una argumentación capaz de desvirtuar lo 
relatado en nuestra resolución, por lo que cerramos sosteniendo la discrepancia técnica.

2.2.3.2.3. Personas empleadas del ámbito sanitario

En el ámbito sanitario, durante el año 2023, el personal estatutario adscrito al Servicio Andaluz de Salud, ha formulado 
sus quejas en torno a diversas cuestiones de interés, siendo las más numerosas las que se dirigen a problemáticas vin-
culadas a las bolsas de empleo.

En este sentido, hemos recibido un gran número de escritos denunciando la demora en la constitución de las diver-
sas bolsas por parte del Servicio Andaluz de Salud. Son especialmente numerosas las quejas recibidas en relación a 
las bolsas correspondientes al corte del año 2021, periodo de valoración de méritos hasta 31 de octubre de 2021, en sus 
distintas categorías. Exponentes de ello son las quejas 23/1760 (a la que se han acumulado un total de otros 369 expe-
dientes de queja adicionales) referida a la categoría de Técnicos y Técnicas en Cuidados Auxiliares de Enfermería (TCAE); 
23/2317 (que acumula 62 expedientes más) para la categoría de Auxiliares Administrativos/as; y 23/5646 (acumulando 64 
expedientes adicionales) en la que se han agrupado muchas de las restantes categorías profesionales.

En el caso de la categoría de TCAE la administración sanitaria nos informaba que finalizadas las tareas de baremación 
por parte de la Comisión de Valoración de la documentación aportada y referida a los méritos de los profesionales aspi-
rantes de la categoría de Técnicos en Cuidados Auxiliares de Enfermería, el 27 de abril de 2023 se publicaron los listados 
provisionales, respecto a lo que esta Institución ha pedido a la Administración que disponga todos los medios personales 
y materiales que sean necesarios, para el cumplimiento de los plazos de las etapas pendientes de este proceso.

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/solicitamos-a-la-delegacion-de-granada-que-conceda-a-una-ciudadana-su-certificado-de-profesionalidad
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Sin perjuicio de ello, es necesario hacer hincapié en que los trámites consiguientes (alegaciones, valoración de las mis-
mas, resolución con la publicación del listado definitivo y eventuales recursos sobre discrepancias con las puntuaciones), 
deben realizarse con las debidas garantías para todos las personas participantes, por lo que obviar trámites o agilizarlos 
sin las debidas cautelas para adelantar la publicación de los listados definitivos, derivaría en el incumplimiento de la 
legalidad, de forma que el Defensor del Pueblo Andaluz tiene el deber de vigilar para, precisamente, evitar una posible 
nulidad de esos procesos se selección, con los perjuicios que ello conllevaría para todos las personas interesadas.

En el mismo sentido, para el cuerpo auxiliar administrativo, la Administración nos informaba que el asunto también se 
encuentra en vías de solución, en tanto que nos refería que la correspondiente Comisión de Valoración se encuentra 
inmersa “en sus labores de baremo de todos aquellos méritos y documentación correspondiente aportados por los 
profesionales, con el objetivo de finalizar dichas labores, y poder publicar los listados de personas candidatas y aspi-
rantes correspondientes al corte en cuestión, siendo éste el objetivo último de esta administración sanitaria”.

Por su parte respecto a las restantes categorías afectadas por la demora en la gestión de la bolsa corte 2021, el Servicio 
Andaluz de Salud nos trasladaba su “total implicación en la necesidad de llevar a cabo un trabajo intenso y continuo con 
un objetivo inequívoco, como es el de la publicación de los listados definitivos a la mayor brevedad posible”, así como 
su intención y pretensión de tener actualizado el corte de bolsa 2022-2023 durante el mes de marzo de 2024, tal y como 
se han comprometido con las organizaciones sindicales integrantes de la Mesa Sectorial a inicios del mes noviembre.

Más complicadaes la situación en la que aún se encuentra la bolsa de la categoría Técnicos/as Especialistas de Dietética, 
respecto de la que hemos recibido diversas quejas en las que nos refieren que su demora es muy superior a las restantes, 
ya que su última actualización se produjo en 2019 (Queja 23/8500). Al redactarse el presente informe, nos encontramos 
esperando la remisión del informe que hemos requerido al SAS. 

Otra problemática recurrente en relación a las Bolsas gestionadas por la administración sanitaria es la disconformidad 
con las baremaciones, que han determinado, de nuevo este año, un gran número de quejas tramitadas. 

Los motivos de disconformidad se centran normalmente en el desacuerdo sobre la puntuación obtenida en relación 
a los méritos alegados, aunque en algunos supuestos se plantea también disconformidad sobre los criterios de bare-
mación o los cambios producidos en los mismos respectos de otras convocatorias. Sin embargo, como ocurre también 
en el caso de los procesos de acceso al resto de ámbitos del empleo público, la gran mayoría de las personas que se 
consideran perjudicadas no han recurrido las bases de la correspondiente convocatoria (como ocurre, por ejemplo, en 
la queja 23/8528).

En todo caso, la mayor parte de estas quejas, como en años anteriores, se vuelven a referir a la falta de respuesta de la 
Administración en plazo, especialmente por lo que se refiere a los recursos de reposición presentados contra los listados 
definitivos. 

A modo de ejemplo, de las que se han podido concluir con resolución expresa por parte de la administración sanitaria 
citamos la queja 23/3430, la queja 23/4979, la queja  23/5143, la queja 23/6034 y la queja 23/7131. 

En otros casos se mantiene el silencio, de forma que por esta Institución se ha tenido que dirigir a la administración, 
tras numerosos reiteraciones, la correspondiente Resolución con Recordatorio de Deberes Legales y Recomendación 
de actuación. Se realiza un recordatorio sobre su obligación legal de resolver y notificar a las personas interesadas las 
correspondientes resoluciones de los recursos que hubieran presentado ante la misma, así como de adoptar las medidas 
de racionalidad organizativa que sean necesarias, para poder resolver en los plazos legalmente establecidos para ello 
las solicitudes y/o recursos presentados por las personas interesadas (como ejemplo, la queja 23/3963).

Cabe indicar que en muchos casos las quejas se refieren al desconocimiento por la persona afectada de los motivos por 
los que sus alegaciones a los listados provisionales no han sido estimadas por la Administración. Al respecto, las bases 
de las correspondientes convocatorias prevén que dichas alegaciones queden contestadas con la publicación de los 
listados definitivos.

Otras cuestiones que denuncian las personas promotoras de quejas, referentes a temas de empleo público del SAS, de 
especial interés en reseñar, siquiera someramente, son: las denuncias que se refieren a la disminución de las plazas 
inicialmente ofertadas al publicarse la Oferta de Empleo Público 2018-2021, respecto a lo que, tras nuestra intervención la 
administración nos informa que detectó errores en los listados de puestos ofertados inicialmente para que los que habían 
obtenido plaza fija en dicha oferta pudieran elegir destino. El error en el listado de destinos, ya corregido, se produjo al 

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/sugerimos-al-sas-que-adopte-medidas-de-racionalizacion-organizativa-para-el-cumplimiento-de-plazos
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remitir a publicación en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía una oferta de plazas que no correspondían al proceso 
2018- 2021, sino a la totalidad de las plazas existentes en el SAS en determinadas categorías. La administración indica 
que estos puestos se ofertarán en el próximo proceso extraordinario de estabilización (como ejemplo, la queja 23/396).

En otras ocasiones nos plantean agravios comparativos en relación al personal de la administración general de la 
Junta de Andalucía en diversas cuestiones (normalmente de orden económico: retribución, reconocimiento de trienios 
y servicios previos, premio de jubilación…) que, sin embargo, obedecen a la sujeción de tal personal a un régimen jurí-
dico distinto, por lo que su solución debe articularse a través de la negociación colectiva del personal afectado con la 
administración sanitaria. Citar a modo de ejemplo la queja 23/7614.

También la reivindicación de creación, dentro del Personal Estatutario SAS, de la categoría profesional de Técnico Su-
perior de Higienista Bucodental (queja 22/3493), con los que tenemos pendiente de celebrar una reunión a inicios de 
2024 a fin de que nos trasladen sus alegaciones al informe evacuado por la administración sanitaria. 

Por último, mencionar que nos han llegado quejas, que se encuentran en una fase muy inicial de nuestra investigación, 
en las que se plantean diversos temas, tales como los referidos a los cuadrantes de turnos; limitación a participar en las 
bolsas de empleo a las personas mayores de 65 años y menores de 67; reclamaciones por pago de las tasas de exáme-
nes que han coincidido en el mismo día y hora, en concreto para las categorías Celador y Celador Conductor; impago 
de determinados conceptos salariares; intrusismo cuerpo de Psicólogos/as Especialista en Psicología Clínica en varios 
hospitales andaluces; o insuficiencia de plantilla en las urgencias del Hospital de la Costa del Sol.

2.2.3.2.4. Personas empleadas del ámbito docente

En este apartado nos referimos a las denuncias realizadas por el personal docente adscrito al ámbito público de la Junta 
de Andalucía, que en este año han sido relativas en un elevado número a los procesos de estabilización; y, en cuanto al 
personal docente de centros concertados, referidas generalmente a cuestiones retributivas. A continuación, hacemos 
un repaso de las que consideramos más relevantes.

En el ámbito público de la Junta de Andalucía, destacamos la situación planteada por los profesores interinos frente 
a los procesos de estabilización. Se han dirigido a esta Defensoría para exponer su desacuerdo con el contenido de la 
disposición transitoria quinta del Real Decreto 270/2022, de 12 de abril, por el que se modifica el Reglamento de ingreso, 
accesos y adquisición de nuevas especialidades en los cuerpos docentes a que se refiere la Ley Orgánica 2/2006, de 3 
de mayo, de Educación, y se regula el régimen transitorio de ingreso a que se refiere la disposición transitoria decimo-
séptima de la citada Ley, aprobado por Real Decreto 276/2007, de 23 de febrero. En la referida disposición transitoria 
quinta se aborda la convocatoria excepcional de estabilización de empleo temporal de larga duración a que se refieren 
las disposiciones adicionales sexta y octava de la Ley 20/2021, de 28 de diciembre, de medidas urgentes para la reduc-
ción de la temporalidad en el empleo público. Las personas promotoras consideran que esta normativa contraviene las 
indicaciones del Tribunal de Justicia de la Unión Europea, pues se persigue la estabilización de las plazas en vez de la 
estabilización de las personas; en esta línea citamos la queja 23/3198.

Por otra parte, aunque también consecuencia de los procesos de estabilización, queremos reseñar que al inicio del 
curso académico 2023-2024 hemos recibido numerosas quejas de personas interinas que se han visto desplazadas de 
los lugares habituales a los que eran destinadas y que solicitaban a la administración educativa que tuvieran en cuenta 
la conciliación de su vida familiar y laboral, en especial en situaciones de personas enfermas a cargo o de enfermedad 
de la propia persona interina o con sentencias de divorcio y reparto de custodia de los menores a cargo (como ejemplo 
la queja 23/4641 o la queja 23/6412).

Igualmente abundantes han sido las quejas recibidas relativas a las precarias condiciones laborales del personal técni-
co de integración social (PTIS) de los centros educativos, especialmente en lo que se refiere a irregularidades que se 
imputan a la contratista del servicio que se presta a través de la Agencia Pública Andaluza de Educación, entidad a la 
que nos hemos dirigido y de la que recibimos informe recientemente. En el momento de redactar este informe estamos 
pendientes de recibir alegaciones de la persona promotora de la queja inicial 23/7744

Otro colectivo que padece una precaria situación laboral es el de Intérpretes de Lengua de Signos Española que son 
contratados en el ámbito de la educación en Andalucía, de la que son representativas la queja 23/6265 y la queja 23/7170, 
y asimismo se refieren a posibles incumplimientos por parte de las empresas contratistas de este servicio, la primera 
de ellas en relación a las distintas provincias andaluzas y la segunda concreta para la provincia de Almería. Durante la 
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